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			Introducción

			En este trabajo se proponen indicadores para la realización de un diagnóstico sobre el estado del derecho a defender derechos humanos en forma amplia, cuyo contenido principal se encuentra en la Declaración sobre el derecho y el deber de los individuos, los grupos y las instituciones de promover y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales universalmente reconocidos, promulgada por la Organización de las Naciones Unidas en 1998 (instrumento internacional que en adelante será citado como la Declaración).

			La necesidad de indicadores que den cuenta de forma amplia del derecho a defender derechos humanos deriva de que, hasta ahora, los esfuerzos desarrollados en la materia se circunscriben principalmente a la documentación de agresiones y violaciones a los derechos humanos en contextos en los que —como es el caso mexicano— se registran índices de violencia social e institucional que afecta la vida y la integridad de las personas defensoras de derechos humanos, y en donde la mayoría de estos esfuerzos proceden de registros de organizaciones no gubernamentales, y no de la generación de fuentes oficiales, lo que constituye una obligación del Estado.

			En tal sentido, este estudio parte de la idea de que, si bien el registro de agresiones y violaciones a los derechos humanos de las personas defensoras de derechos humanos es fundamental, ello sólo constituye una de las obligaciones del Estado frente al trabajo que desempeñan estas personas y a sus derechos. Por otro lado, observar sólo el ángulo de las agresiones a personas defensoras facilita que el Estado no observe todos los aspectos que forman parte del derecho a defender derechos humanos. 

			Los indicadores en materia del derecho a defender derechos humanos deben desarrollarse considerando un enfoque que recuerde al Estado, como garante de los derechos humanos, sus obligaciones en materia de prevención, respeto, garantías y promoción.

			Desde la mirada de estas cuatro obligaciones, se afirma que tanto en México como en el nivel internacional se carece de un sistema de indicadores sobre el derecho a defender derechos humanos que permita verificar cómo, a través de los principales mecanismos institucionales, dicho derecho es garantizado, el cual a su vez sirva como instrumento de incidencia y gestión política para su cumplimiento.

			Desde el inicio se advierte que la información generada por el Estado, a través de sus instituciones, es insuficiente para documentar un conjunto mínimo y básico de elementos que permitan desarrollar indicadores de evaluación y cumplimiento de derechos desde una perspectiva integral; no obstante, en este caso se plantea que un primer paso para monitorear y medir la forma en que el Estado garantiza el ejercicio del derecho a defender derechos humanos consiste en el diseño de un sistema de indicadores desde la metodología de desagregación o “desempaque” de derechos abordada en este trabajo.

			Toda vez que la presente investigación tiene por objeto principal generar una propuesta de sistema de indicadores respecto del cumplimiento y evaluación de las acciones emprendidas por el Estado, en relación con el derecho de defender los derechos humanos, no se realizarán mediciones específicas o comparativas respecto de situaciones concretas; sino que, por el contrario, el análisis se centrará únicamente en el desarrollo de herramientas y directrices accesibles para distintos actores políticos y sociales, además de que permitan la demanda de información específica hacia diversas instituciones del Estado.

			Para tal efecto, el primer capítulo ofrece un análisis respecto del marco conceptual del derecho a defender derechos humanos y se hace un repaso histórico de la construcción de este derecho a nivel internacional. Asimismo, aquí se analizan las distintas definiciones del derecho a defender derechos humanos y de personas defensoras con base en los instrumentos internacionales en la materia, aludiendo, al mismo tiempo, a los mecanismos institucionales necesarios para la garantía de ese derecho. De manera particular, este capítulo retoma la institucionalización del derecho a defender derechos humanos en México, tomando como punto de partida la reforma constitucional en materia de derechos humanos de 2011 y el principal marco obligacional al respecto.

			Por su parte, el segundo capítulo ofrece un marco metodológico para la elaboración de indicadores sobre el derecho a defender derechos humanos, en el que se estudia ampliamente este debate, debido a que buena parte de la información disponible sobre el tema se encuentra dispersa o es, en cierta forma, confusa. Cabe señalar que este capítulo puede ser de mucha utilidad para otros debates metodológicos en materia de derechos humanos o acerca de indicadores que van más allá del derecho a defender derechos humanos.

			Así pues, en el segundo capítulo se desarrolla un análisis sobre el proceso de desempaque o desagregación de derechos humanos en el que se da cuenta de las etapas necesarias para desagregar el derecho a defender derechos humanos en sus diversos componentes y la relación entre cada uno de éstos con las obligaciones del Estado, señalando que se trata, en todo caso, de un proceso altamente conocido y aplicado en el diseño de indicadores sociales en el ámbito de los derechos humanos.

			El análisis de las propuestas metodológicas para la elaboración de indicadores describe algunas de las principales herramientas utilizadas en el proceso de construcción de indicadores a partir de conceptos de fondo y sistematizados aplicados al derecho a defender derechos humanos. De igual forma, se abordan algunos debates predominantes en torno a estas propuestas para terminar con la definición de la que se considera más adecuada para los propósitos de este trabajo.

			El tercer capítulo contiene la aplicación de la metodología definida en el segundo capítulo para la elaboración de indicadores sobre el derecho a defender derechos humanos. En ese sentido, a partir de las etapas seleccionadas, se describen cada uno de los subderechos que forman parte del concepto de fondo, es decir, del derecho analizado. La descripción de cada subderecho, en consecuencia, permite ubicar los contenidos centrales de esos subderechos y, posteriormente, definir los indicadores que darían paso a su medición específica.

			Se incluyen al final dos anexos que amplían la información de algunos de los aspectos examinados a lo largo de esta tesis.

			 

		


		
			I. El derecho a defender derechos humanos: un marco teórico e histórico

			Introducción

			En este capítulo se desarrollan los fundamentos conceptuales sobre el derecho humano a defender derechos humanos. La Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (OACNUDH, 2008: 5), en su informe sobre indicadores para promover y vigilar los derechos humanos, desarrolló ese derecho mediante la definición de un marco conceptual y otro metodológico.

			De esta manera, como parte de todo proceso de investigación en el desarrollo de indicadores de derechos humanos, conviene establecer una base conceptual adecuada que sirva de fundamento teórico para la definición de dichos indicadores; esto para evitar que esa labor se reduzca a un mero listado de posibles opciones (OACNUDH, 2008: 5).

			Así, este capítulo desarrolla, en un primer apartado, el concepto del derecho humano a defender derechos humanos y el de las personas defensoras de éstos. En el segundo, se advierte la importancia de tal derecho -sobre todo para ámbitos como el mexicano- a la vez que se presenta una breve contextualización sobre su construcción como derecho en el marco internacional.

			Finalmente, se analiza al andamiaje del derecho a defender derechos humanos desde el marco internacional, aspecto muy importante debido a que se encuentra recogido con mayor concreción en una declaración.

			El derecho humano a defender derechos humanos y las personas defensoras

			Anaya (2008: 35-36) asevera que la definición conceptual de los derechos humanos no es un problema, ya que éstos se encuentran suficientemente resueltos por el derecho internacional de los derechos humanos. Tal definición es necesaria para medir un determinado derecho y establecer su contenido específico. En este sentido, esos argumentos significan una base para esta investigación, toda vez que su propósito consiste en establecer un sistema de indicadores para medir el derecho a defender derechos humanos. Sin embargo, uno de los principales problemas a los que nos enfrentamos, con miras a operacionalizar ese derecho en el plano de los indicadores, fue la ausencia de su definición aceptada en lo general. Incluso se debate respecto de si tal cosa debiera o no existir.

			Acerca de ello, la Declaración de 1998 de la ONU no define propiamente el derecho a defender derechos humanos, pero señala en su artículo 1º que: “Toda persona tiene derecho, individual o colectivamente, a promover la protección y realización de los derechos humanos y las libertades fundamentales en los planos nacional e internacional y a esforzarse por ellos”.

			Lo anterior permite que sea más fácil encontrar definiciones respecto de qué es un defensor o una defensora de derechos humanos, que del derecho humano en sí mismo. Por ejemplo, Luisa Pérez Escobedo (2012) de la OACNUDH México señala que la idea de dejar abierta la definición sobre el derecho a defender derechos humanos y la amplitud del reconocimiento de las personas defensoras sirve más bien para evitar el desconocimiento que diversos actores públicos hagan respecto de cualesquiera de las actividades implicadas en ello.

			Para Soto (2012), por el contrario, tal definición resulta necesaria, pues permite diferenciar el derecho en sí de quien lo ejerce, justo porque eso lleva a superar las visiones que consideran que sólo las personas dedicadas de tiempo completo a la defensa de los derechos humanos son defensoras, y no también aquellas que sin conocimientos jurídicos, en algún momento, ejercen este derecho humano.

			Soto (2012) señala, además, que la definición del derecho a defender derechos humanos da pauta, asimismo, para ubicar los obstáculos y violaciones que se presentan en su ejercicio; y advierte de dos problemas muy relacionados: a) cuando se considera que sólo quienes ostentan un tipo de acreditación como defensores son las personas que lo ejercen, y b) cuando se piensa que sólo son defensores quienes lo hacen fuera de los ámbitos públicos.

			Desde nuestro punto de vista, la definición del derecho en cuestión permitiría —además de lo señalado— realizar un análisis denso de sus componentes y ayudaría a superar la tendencia a documentarlo sólo a través del registro de agresiones a las personas defensoras. 

			Desde perspectivas como la referida, el Informe especial sobre el derecho humano a defender derechos humanos en la ciudad de México 2011 retoma la definición de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal (CDHDF) para la calificación e investigación de violaciones a derechos humanos para establecer que “el derecho humano a defender derechos humanos es el derecho que tienen los individuos, los grupos y las instituciones de promover y proteger los derechos humanos y libertades fundamentales” (Soto, 2011: 12). Y documenta que este derecho fue recogido originalmente por la Declaración y Programa de Acción de Viena de 1993, pero de forma limitada y “en relación con las acciones de promoción y protección que desempeñan los ombudsperson nacionales y las organizaciones de la sociedad civil” (Soto, 2011: 12).

			No obstante, antes de asumir la anterior como la definición del derecho humano a defender derechos humanos, conviene considerar que Ingram (2007: 7) ubica dos procedimientos metodológicos para la construcción de conceptos. Por un lado, se encuentra el análisis del contenido mínimo de un concepto (que contiene sólo los atributos necesarios para conocer el concepto o su “esencia pura”), conocido también como estrategia mínimo-máximo, el cual, a través de ejemplos representativos del uso de términos dados, construye una tipología de sus usos a partir de sus diferentes atributos, lo que le permite posteriormente formular definiciones mínimas y máximas del concepto (Ingram, 2007: 8). Por otro lado, se halla el análisis mediante un marco metodológico sistemático o estrategia de aproximación por criterios de Gerring (citado por Ingram, 2007: 9, 19), el cual se basa en ocho criterios para seleccionar entre conceptos contrapuestos: familiaridad, resonancia, parsimonia, coherencia, diferenciación, profundidad, utilidad teórica y utilidad en la disciplina. Para Ingram, esta metodología es útil para acotar las dudas respecto de los criterios para el establecimiento de definiciones mínimas.

			Para los fines de esta investigación, utilizaremos la estrategia mínimo-máximo pero acotando que, posteriormente, será necesario profundizar en otras aproximaciones que ayuden a dar mejor contenido al derecho, aunque, en el marco de este trabajo, la estrategia citada es suficiente para su operacionalización. 

			De esta manera, presentamos la definición del derecho a defender derechos humanos que aquí será utilizada: “es el derecho que tienen las personas para que en forma individual, grupal e institucional desarrollen todo tipo de acciones para promover y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales desde cualquier ámbito —ya sea de manera eventual, sistemática, profesional o espontánea— mediante la vía pacífica, a menos que actúen en defensa de su propia vida e integridad”.

			Los aspectos mínimos de esta definición se vinculan con el reconocimiento de toda acción encaminada a promover, defender y proteger los derechos humanos, que las personas realizan individual o colectivamente de manera organizada. En cuanto a los aspectos máximos, se dieron a conocer en entrevista con Soto (2012) y se refieren a los límites que establecen diversos principios del derecho internacional de los derechos humanos, es decir, que las vías sean pacíficas, salvo que esté en juego la integridad y la vida personal.

			De este modo, la definición citada se dirige a reconocer que defender derechos humanos es en sí mismo un derecho humano, en el sentido de que se trata de un derecho reconocido implícita o explícitamente por los tratados internacionales en la materia y que se compone por un subconjunto de derechos humanos con este carácter. Asimismo, cabe señalar que el derecho a defender derechos humanos se manifiesta y materializa en un conjunto de derechos que permiten que las acciones de defensa puedan ser desarrolladas, por lo que es necesario que el Estado las garantice a través de medidas de cualquier índole: ejecutivas, legislativas o judiciales (Soto, 2011: 27).

			Una vez establecida la definición anterior, es posible acudir a la relacionada con las personas defensoras de derechos humanos, es decir, quienes ejercen ese derecho. Soto define como persona defensora de derechos humanos “a cualquier persona o grupo de personas que, independientemente del tipo de acción o actividades que realicen, tengan por objetivo promover los derechos humanos individualmente o desde organizaciones de la sociedad civil, nacionales o internacionales, además de que puntualiza que no es necesario que las actividades de defensa sean permanentes, sino que pueden ser esporádicas o durar un instante” (Soto, 2011, 13). En este contexto, se debe señalar que la anterior definición ofrece la ventaja de que el hablar de personas en un sentido amplio, no permite la realización de diferencias injustificadas entre hombres y mujeres por motivos relacionados exclusivamente con el sexo. 

			Por su parte, la OACNUDH (2011: 1) plantea que las defensoras y los defensores de derechos humanos son personas que:

			–Actúan pacíficamente en la promoción y protección de los derechos humanos.

			–Impulsan el desarrollo, la lucha contra la pobreza y realizan acciones humanitarias, fomentan la reconstrucción de la paz y la justicia y promueven derechos civiles, políticos, económicos, sociales, culturales y ambientales.

			–Cumplen un papel central para visibilizar situaciones de injusticia social, combatir la impunidad y dar vida a los procesos democráticos.

			Por otro lado, el citado informe de la CDHDF alude al tipo de actividades que realiza una persona defensora de derechos humanos, a partir de los aportes de la Organización para la Protección Internacional (Soto, 2011: 13). Al respecto, ese documento consigna que esas personas y sus acciones:

			–Pueden promover y defender cualquier derecho humano (civil, político, económico, social, cultural o libertades fundamentales).

			–Pueden desarrollarse de manera individual o colectiva.

			–Pueden cumplirse desde cualquier espacio (incluido el aparato estatal, gubernamental o la empresa privada).

			–Deben ser pacíficas.

			–Pueden estar dirigidas a promover y defender derechos de sectores concretos de la población.

			–Pueden desempeñarse en el marco de actividades remuneradas o gratuitas (dentro del ámbito laboral o a través de trabajo voluntario).

			–Pueden realizarse permanente u ocasionalmente.

			–Pueden llevarse a cabo en cualquier parte del mundo.

			–Pueden desarrollarse local, nacional, regional o internacionalmente.

			–Aceptan la universalidad de los derechos humanos.

			–No es imprescindible que los argumentos presentados sean correctos. Lo más importante es si la persona defiende o no un derecho humano.

			De igual modo, el derecho a defender derechos humanos se manifiesta y materializa en un conjunto de derechos que las acciones de defensa sean posibles, por lo que es necesario que el Estado las garantice (Soto, 2011: 27).

			Mientras tanto, la OACNUDH (2004: 11) considera que para que una persona sea reconocida como defensora de derechos humanos, no es necesario que los argumentos esgrimidos sean correctos, sino que sus preocupaciones y actos de defensa apunten claramente a un derecho humano. Este ejercicio origina un primer proceso de identificación de los subderechos que lo componen, lo en sí ya es parte del camino a su transformación en indicadores.

			Una vez analizados los conceptos y definiciones del derecho a defender derechos humanos y de personas defensoras, es momento de abocarnos al estudio del derecho a defender derechos humanos y sus subderechos, dentro del marco jurídico mexicano, aduciendo como razón principal que dicha referencia es una condición importante para el desarrollo de los indicadores.

			La importancia del reconocimiento del derecho humano a defender derechos humanos

			Comúnmente se piensa que los tratados internacionales en materia de derechos humanos constituyen el piso básico por debajo del cual no será posible que los Estados retrocedan en la garantía y aseguramiento de los derechos de todas las personas, situación mayormente conocida como prohibición de regresividad (Abramovich y Courtis, 2006: 58). Sin embargo, para que las normas internacionales realmente operen, de acuerdo con Medina (2003: 19), se requieren, entre otras cosas, recursos adecuados y eficaces que los individuos operen para reclamar la violación a sus derechos humanos, así como la creación de condiciones necesarias para que los derechos sean ejercidos.

			El análisis histórico de la construcción de los derechos humanos y su institucionalización en el derecho internacional muestra que no se trata de procesos sencillos o lineales, sino que son el resultado tanto de las luchas sociales, como de complejos procesos geopolíticos obstaculizados o catalizados por acontecimientos de gran envergadura, que han derivado en su reconocimiento incluso mediante la creación de instancias internacionales. Sin embargo, cuando esa institucionalización no trastoca el sentido de las instituciones y aparatos que, en teoría, deberían procurar justicia y defender los derechos humanos, se produce un alejamiento y un sentido de desconfianza hacia la noción de derechos humanos, así como a la labor que ha de realizarse desde el entramado institucional para protegerlos.

			Paradójicamente, en los regímenes políticos que conservan estructuras muy enraizadas de autoritarismo, los derechos humanos son, de alguna forma, desprovistos de su sentido intrínseco y devienen en instrumentos de poder autoritario-asistencial. Es decir, se opera una suerte de expropiación de los derechos humanos de las personas y colectivos para transformarlos en meras normas jurídicas, cuyo garante final son los tribunales a los que pocas personas tienen acceso.

			El reconocimiento de los derechos humanos por parte de los Estados, lejos de ser concesiones, muestra una complejidad en la que las luchas sociales generan formas de pensamiento que llegan a ser funcionales de unos poderes hegemónicos concretos frente a otros, en los que su institucionalización resulta en una amalgama de estos conceptos con el determinado predominio de ciertas posturas.

			A la luz de lo anterior, resulta importante señalar que el uso de indicadores para el monitoreo y evaluación de los tratados e instrumentos internacionales en materia de derechos humanos más que la panacea para evitar la regresión en su garantía, es apenas un instrumento para múltiples propósitos que se analizan en el segundo capítulo de esta investigación. No obstante, la operacionalización del derecho humano a defender derechos humanos no puede considerarse como un proceso con punto final, debido a que, como fue señalado arriba, no sólo se encuentra aún en debate en tanto definición, sino también en cuanto a sus implicaciones y reconocimiento jurídico.

			Así, a lo largo de la historia se observa la forma en que las tensiones políticas en y entre los países en el plano internacional han influido en el reconocimiento de los derechos humanos y en la creación de mecanismos en ambos planos para su garantía. Sin embargo, como lo señalan Anaya y Estévez (2010: 7), en la historización de los derechos humanos no siempre se apunta a su construcción social, lo que representa problemas epistemológicos y ontológicos, en definiciones que, aun cuando llegan a reconocer el contexto social, desconocen la acción de los sujetos sociales en su construcción.

			En el marco de los instrumentos internacionales actuales, los sujetos sociales que han luchado por el reconocimiento de los derechos humanos deberían ser reconocidos como personas defensoras de derechos humanos. Sin el trabajo de defensoras y defensores de derechos humanos el reconocimiento de esos derechos no habría sido posible, pero Stammers advierte que los discursos dominantes sobre derechos humanos no dan suficiente peso analítico al vínculo entre las luchas por parte de movimientos sociales y el surgimiento histórico de los derechos humanos, lo que ha desembocado en serias dificultades conceptuales, así como en la incapacidad de estimar adecuadamente el potencial y los límites de los derechos humanos (Stammers, 2007). Así, en la actualidad no resulta extraño que el Instituto Nacional de Derechos Humanos de Chile (Azua: 2012) pretenda desarrollar un proyecto para reconocer a las personas defensoras que han sido precursoras de los derechos humanos en el país austral.

			La carencia de una visión histórica de los derechos humanos también ha ocultado el papel que han desempeñado los grupos y movimientos sociales en este devenir, que se observa como lleno de contradicciones y disputas de carácter político. La falta de reconocimiento al trabajo de defensoras y defensores es un factor determinante para las sistemáticas agresiones que reciben tanto de los poderes públicos como de los fácticos.

			Medina (2003: 19-20) advierte de una paradoja respecto de los derechos humanos en el plano global, pues, por un lado, existen instituciones de protección funcionando regularmente, y algunos avances en términos jurídicos; mientras que, por otro, existen evidentes elementos de retroceso y cuestionamiento que afectan tanto dicha base jurídica como su efectividad práctica.

			Lo anterior cobra un cariz de especial relevancia si se considera que para las personas y movimientos sociales que defienden derechos humanos en los planos nacional e internacional el sistema de derechos humanos implica uno de los escasos mecanismos capaces de generar los contrapesos necesarios para demandar la exigencia de su cumplimiento en los planos nacionales, pero también en la búsqueda por su expansión.

			De manera similar, Pilotti señala que, no obstante el carácter transnacional de sus fundamentos éticos, los derechos humanos son respetados o violados en el espacio del Estado-nación, por ello se han elaborado diversos mecanismos institucionales de carácter transnacional, diseñados para velar por el cumplimiento de las obligaciones que los Estados asumen al acceder a las disposiciones contenidas en los diversos instrumentos internacionales que regulan los derechos humanos (Pilotti, 2001: 41).

			Para Dussel (2001: 148), lo político de los derechos humanos tiene tres niveles: a) el de las condiciones o principios universales que determinan tanto la producción y reproducción de la vida política, como de sus condiciones normativas y de factibilidad; b) un nivel de mediaciones sistemáticas compuesto por sistemas materiales ecológico-económicos, por sistemas formales procedimentales del ejercicio legítimo del poder político y por el Estado, como macroinstitución del ejercicio monopólico del poder político; y, finalmente, c) un nivel relacionado con la acción política concreta en la que se ubica la lucha política por la hegemonía, la manera del ejercicio del poder y el uso monopólico de la coacción para hacer respetar el “Estado de derecho” en vista del bien común.

			El esquema dusseliano es útil para entender los distintos niveles en los que es posible pensar la incidencia en el cumplimiento de los derechos humanos. Así, se advierte que el avance en materia de derechos humanos (y dentro de éstos, el derecho a defender derechos humanos) se encuentra ubicado aún en términos de los principios universales que no se trasladan todavía, al menos en países como México, a terrenos de acción política concreta en forma sistemática, pues el “sistema del derecho” para Dussel (2001: 150), como parte del sistema político, tiene la función específica de constituir la referencia formal o la institucionalización de los deberes y derechos que han de cumplir todos los miembros de la comunidad política en tanto soberana.

			En este contexto, dentro de los Estados-nación, quienes padecen la deficiente institucionalización de sus derechos humanos, son a los que Dussel denomina como “sin derechos”, es decir, son las víctimas del derecho vigente en términos económico, cultural y militar, entre otros y que tienen un carácter innovador al buscar aún la inclusión de nuevos derechos en el sistema vigente (Dussel, 2001: 151-152). El trabajo de personas defensoras de derechos humanos resulta estratégico en la medida de que su lucha se inscribe en la búsqueda de la institucionalización y vigencia de los derechos de terceras personas o de sí mismas.

			Ahora bien, desde la perspectiva de la institucionalización jurídica del derecho a defender derechos humanos, la Declaración constituye uno de los reconocimientos más importantes en este ámbito, no obstante que se aprobó después de trece años de intensas negociaciones (Sandoval Bautista, 2008: 10) en las que participaron Estados miembros y ONG (OACNUDH México, 2012: 4), al final del periodo conocido como la Guerra Fría, y hasta principios del nuevo milenio (Anaya y Estévez, 2010: 25); es decir, prácticamente al final del periodo en que ocurrió uno de los despuntes más importantes de los tratados internacionales en materia de derechos humanos.

			También es posible encontrar, previamente a la Declaración, que el reconocimiento al derecho a defender derechos humanos se vincula, en buena medida, al reconocimiento de los derechos civiles y políticos (en particular a los de participación, libertad de expresión y de asociación, etc.), los cuales han formado parte de las proclamas históricas más relevantes sobre derechos humanos. Sin embargo, su articulación histórica frente al surgimiento y consolidación de los Estados capitalistas, con sus grupos de empresarios privados hegemónicos, ha provocado históricamente un rechazo a los llamados derechos liberales y un ocultamiento a los grupos sociales que, desprovistos de poder, también fueron fundamentales para su impulso (Stammers, 2007: 61). 

			Por su parte, la Declaración Universal de los Derechos Humanos (DUDH) tiene un fuerte acento en los derechos civiles y políticos. Anaya y Estévez (2010: 21) refieren la argumentación de Freedman respecto de que la DUDH es un triunfo del liberalismo sobre el fascismo, en el sentido de que estableció tres pilares fundamentales: a) el individuo como el principal sujeto de derechos, b) la libertad y c) la igualdad en dignidad y derechos de las personas. En cuanto a la inclusión de derechos humanos diferenciados, en la historia de la DUDH existieron algunos intentos de dotar a este instrumento internacional del reconocimiento a otros derechos, como el de resistencia a la opresión (un componente con un particular sentido para los derechos humanos), propuestos por las delegaciones cubana, chilena y francesa; sin embargo, esos intentos no se plasmaron en la redacción final de la DUDH (Oraá y Gómez, 2002: 57).

			Posterior a la DUDH, uno de los instrumentos que retoman directamente el derecho humano a defender derechos humanos es la Declaración de Viena, refiriéndose en particular a organizaciones de la sociedad civil, ombudsperson nacionales y a su miembros (Soto, 2010: 11), vinculando a dichas personas en lo individual a formas de organización más formal, lo que se traduce en una importante limitación para el reconocimiento de acciones más espontáneas e improvisadas en el marco del derecho a defender derechos humanos. 

			Así, la Declaración y Programa de Acción de Viena incorpora el reconocimiento al papel importante y constructivo que desempeñan las instituciones nacionales de promoción y protección de los derechos humanos —sobre todo en lo tocante a su capacidad para asesorar a las autoridades competentes y a su papel en la reparación de las violaciones de los derechos humanos, la divulgación de información sobre esos derechos y la educación en materia de derechos humanos—, además de que establece que éstas deben tener la posibilidad de realizar sus actividades sin injerencias, en el marco de la legislación nacional y de la DUDH (ONU, 1993, citada por Soto, 2011: 11).

			Pese a ello, cabe señalar que la inclusión de las organizaciones de la sociedad civil como agentes defensores de derechos humanos no fue precisamente un producto de la casualidad. Al respecto, Cancado (2001: 64-65, 74) advierte del importante papel que esas organizaciones tuvieron para mostrar las violaciones a los derechos humanos de grupos importantes de población y, por ende, para fortalecer los mecanismos de protección existentes en los días previos a la Conferencia Mundial de Derechos Humanos de 1993, la cual dio origen a la Declaración y Programa de Acción de Viena, instrumento con el que se constituye la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, con el fin de coordinar y perfeccionar los mecanismos existentes a la fecha.

			Fue en los años noventa, cuando ocurrió un proceso de enorme crecimiento de los tratados internacionales en materia de derechos humanos, así como de los mecanismos convencionales y no convencionales para su protección (comités, relatorías, grupos de trabajo, surgimiento de la Corte Penal Internacional) (Anaya y Estévez, 2010: 28). 

			Con la Declaración —promulgada al final de este periodo de fortalecimiento del marco internacional de derechos humanos y luego de una década de la caída del muro de Berlín— se esperaba que se empezaran a notar los beneficios de las democracias neoliberales, cuando se observaron a nivel mundial algunas fuentes de tensión para el trabajo de las personas que defienden derechos humanos, entre las que destacan:

			–La lucha en contra de los autoritarismos establecidos en numerosos países que se resisten a instaurar sistemas de democracia representativa o a que éstos, una vez establecidos, funcionen.

			–La búsqueda por la sanción de responsables de crímenes de lesa humanidad, cometidos desde dictaduras militares, gobiernos autoritarios y periodos de guerra sucia. En algunos casos, la permanencia de conflictos armados con la presencia de actores diversos como las fuerzas militares y policiales, los grupos paramilitares y los grupos de guerrilla, incluso grupos de delincuencia organizada posiblemente vinculados a uno o varios de estos actores.

			–La defensa de derechos sociales y económicos ante el rampante desmantelamiento de la capacidad de los Estados de proveer servicios públicos ante los procesos de privatización de las empresas estatales y la acelerada incorporación de las economías nacionales en el modelo de globalización neoliberal, ampliando las brechas de desigualdad, la pobreza y los monopolios.

			–La disonancia en los Estados-nación por la adopción de tratados internacionales en materia de derechos humanos, mientras prevalece la debilidad de creación de sistemas de protección o garantía de los mismos, en particular en términos de los controles constitucionales para hacerlos exigibles.

			De acuerdo con un informe elaborado por el Observatorio para la Protección de los Defensores de Derechos Humanos (2000) sobre la situación de defensores de derechos humanos en Colombia (incluido en su versión completa en los anexos de este trabajo), el periodo de la firma de la Declaración muestra cómo la convergencia de una o más de las tensiones antes citadas afectaban el ejercicio del derecho a defender derechos humanos y la vida de personas defensoras en ese país, pues de 1997 a 2000 se registraron violaciones a los derechos humanos de 92 personas defensoras, de las cuales al menos 28 eran mujeres. Las violaciones más recurrentes de esta etapa se resumen en el cuadro 1.

			
				
					
					
				
				
					
							
							Cuadro 1. Situación de defensores en Colombia

						
					

					
							
							Tipo de violación a DH

						
							
							Número de casos (1997-2000)

						
					

					
							
							Arresto/detención arbitraria

						
							
							7

						
					

					
							
							Persecución judicial

						
							
							12

						
					

					
							
							Asesinato

						
							
							2

						
					

					
							
							Hostigamiento/amenazas

						
							
							39

						
					

					
							
							Desaparición forzada

						
							
							9

						
					

					
							
							Persecución

						
							
							1

						
					

					
							
							Ejecución sumaria

						
							
							15

						
					

					
							
							Allanamiento

						
							
							1

						
					

					
							
							Agresión física

						
							
							1

						
					

					
							
							Secuestro

						
							
							5

						
					

					
							
							Fuente: Elaboración propia con base en Mejía (2000).

						
					

				
			

			
			De esta manera, la Declaración aparece como el corolario del proceso de fortalecimiento del sistema de tratados y mecanismos de protección para los derechos humanos a nivel internacional; esto es, mientras el conjunto de instrumentos daba cuenta del reconocimiento de derechos políticos y civiles, por un lado, y económicos, sociales y culturales, por el otro, la Declaración se ocupaba de darle forma a un conjunto de derechos dispersos entre diversos instrumentos que se dirigían fundamentalmente a las personas que ejercían el derecho a defender los derechos humanos y que, como hemos visto, enfrentaban un contexto de numerosas tensiones traducidas en agresiones sistemáticas para su labor.

			La Declaración significaba, así, la posibilidad de sacar de la invisibilidad o de las meras historias de heroísmo individual, la lucha de individuos y colectivos por la defensa y reconocimiento de los derechos humanos.

			No obstante, después de los noventa, la agenda internacional de derechos humanos se modificó seriamente luego de los atentados del 11 de septiembre de 2001 en Estados Unidos. Gómez (2006-2007: 8, 12-14) señala que a raíz de aquel hecho, el inicio del siglo XXI ha sido marcado por indicadores de regresión en los derechos humanos, terminando así con la fuerza normativa y movilizadora que caracterizó la década de los ochenta y mediados de los noventa, cuyo ímpetu estuvo marcado por el fin de la Guerra Fría, permitiendo que los derechos humanos se tornaran en un auténtico tema global. Esto, por supuesto, ha afectado también el avance del reconocimiento del derecho a defender derechos humanos.

			Según Gómez, estos avances se dieron en un entorno de serias inconsistencias y contradicciones, provocado por el hecho de que el llamado “círculo virtuoso” entre globalización capitalista neoliberal, democracia y derechos humanos al final implicó el vaciamiento y pérdida acelerada de sustancia de estos últimos, por lo que la globalización creadora de determinadas oportunidades generó también desigualdad (Gómez, 2006-2007: 14-15).

			Así, mientras el marco internacional de derechos humanos implicaba la existencia de Estados fuertes, capaces de garantizar los derechos humanos, el modelo de Estado neoliberal se desarrolló con la base fundamental del desmantelamiento de la capacidad productiva del Estado (vía la privatización), y de su papel como proveedor de servicios, para transformarse en uno de carácter regulador y centrado en la atención a grupos dejados atrás, bajo la lógica de que la dinámica de mercado sería suficiente para generar la equidad (Estévez, 2007: 386).

			El contexto derivado de los atentados del 11 de septiembre de 2001 en Estados Unidos colocó de nuevo a defensoras y defensores de derechos humanos en una situación de riesgo para su trabajo, no sólo por el hecho de que la Declaración no se había traducido en una convención específica sobre el derecho a defender derechos humanos que brindara mayor fuerza jurídica a lo que en la primera se reconoce, sino porque una parte de las acciones y organizaciones creadas para la promoción y lucha por los derechos humanos sería vista como sospechosa de una amenaza terrorista, problema que se fortaleció a partir del periodo en cuestión y que colocó a la seguridad como tema central en la agenda global.

			Para Medina (2003: 19-20), la nueva estrategia de seguridad definida por el núcleo neoconservador de la administración estadounidense de Bush (que por cierto no modificó Obama) es un serio retroceso en el régimen internacional de los derechos humanos y en el ejercicio de las libertades democráticas, además de que se convirtió en estímulo permanente de la xenofobia y de la intolerancia cultural hacia el “otro” que no encaja o se resiste a los patrones dominantes occidentales.

			No obstante, el contexto internacional derivado del 11 de septiembre, bajo el argumento de un país “under attack” —como por meses fue manejado por los medios de Estados Unidos (en un sensacionalismo del tipo Orson Wells y su programa de radio La Guerra de los mundos)—, fue la oportunidad privilegiada para que uno de los poderes fácticos más poderosos de ese país, y a nivel global, aprovechara la oportunidad privilegiada para afirmar sus de por sí fuertes intereses: la industria armamentista, junto con la industria petrolera, de la que Bush ha sido socio histórico (Alexander, 2003), así como la industria de la construcción (Javier, 2011: 149). En este contexto, O’Donnell (2005: 140) advierte del desequilibrio existente entre los esfuerzos realizados para impulsar la lucha contra el terrorismo y los que se realizan para asegurar que esa lucha se desarrolle dentro del respeto de los derechos humanos.

			De igual forma, las notorias revueltas en los países árabes y en el norte de África a principios de 2011, que lograron una resonancia considerable en Europa y en Estados Unidos mediante movimientos como “los indignados” —marcados por escenarios de extrema pobreza y dictaduras, en el caso de los primeros, y de la incapacidad de las democracias representativas del Norte de garantizar derechos sociales y económicos ante el canibalismo de los procesos de especulación del modelo de mercado, en el caso de los segundos— han derivado, entre muchas otras cosas, en un nuevo escenario que se traduce en represión en contra de personas que defienden derechos humanos tanto en lo individual como a través de movimientos sociales.

			El caso mexicano no es ajeno a este contexto; Estévez (2007: 7) ubica el surgimiento del discurso de los derechos humanos en México a partir de los años ochenta, como resultado de una fusión ecléctica de los discursos de la transición a la democracia y la teología de la liberación.

			Se trata de una visión que sería cierta si se consideran sólo los aspectos formales del discurso, pero no así cuando se piensa en la construcción de los contenidos fundamentales de los derechos humanos, lo que, además, deriva en una reducción de los actores que han contribuido en el México moderno a dar fuerza a su reconocimiento jurídico. Asimismo, trata también de una visión centralista que sólo da cuenta de ciertos procesos, ocurridos sobre todo en la Ciudad de México, pero que invisibiliza el papel de otros actores en diferentes estados del país.

			Por ejemplo, encontramos que en las raíces contemporáneas del discurso de derechos humanos o, mejor dicho, de lo que serían sus contenidos fundamentales, se encuentra el tejido social derivado del movimiento estudiantil de 1968 que, si bien una parte de éste tenía como característica la búsqueda de un régimen comunista, defendía también contenidos importantes de derechos sociales, económicos, culturales, civiles y políticos.

			Un resultado de la cruenta represión por parte del Estado mexicano hacia los movimientos estudiantiles y sociales, así como de opositores políticos, en lo que se conoce como “guerra sucia”, fue la creación de un tejido social que tuvo distintos vertederos: en algunos casos la creación o incorporación a movimientos guerrilleros (con contenidos que también merece la pena recuperar), en otros, como surgimiento de Organizaciones No Gubernamentales (ONG), movimientos sindicales y también de partidos políticos.

			Zermeño (1996: 17) señala, por ejemplo, que desde 1969 algunas agrupaciones sindicales decidieron moverse hacia la creación de organizaciones populares, como el Comité de Defensa Popular de Durango, la Unión Ejidal Bahía de Banderas en Nayarit, el Frente Popular Tierra y Libertad en Monterrey, el Frente Popular de Zacatecas, la Colonia Francisco Villa en Chihuahua, entre muchas otras. En los años ochenta, el mismo autor ubica el movimiento urbano popular nucleado en la Coordinadora Nacional Movimiento Urbano Popular (Conamup) que —vale la pena decir— tuvo un momento de impulso a raíz de los terremotos de 1985, año en que, por otra parte, surgieron numerosas organizaciones sociales.

			Como sea, dado que no es nuestro propósito hacer aquí un análisis de los diversos matices que ha tenido la lucha por el reconocimiento de los derechos humanos (explícita o implícitamente), es importante, debido a que ello debe también permitir observar que no todo el esfuerzo desde los movimientos sociales se encuentra delimitado en términos de los componentes sistémicos de derechos humanos a nivel nacional e internacional, por lo que no toda la lucha se explica en función de lógicas de las estrategias de redes transnacionales de derechos humanos (Anaya, 2008: 170-172).

			Hasta la fecha, en el país existen movimientos sociales autodenominados “antisistémicos”, que trabajan bajo la idea de que otros mundos son posibles y que no se articulan ni en el sistema formal mexicano, ni en el internacional, pero cuya lucha y demanda resulta fundamental para la institucionalización de los derechos humanos.

			El reconocimiento de los riesgos que defensoras y defensores de derechos humanos viven en todo el planeta fue, sin duda, uno de los motivos para la emisión de la Declaración en 1998. No obstante, diversos eventos ocurridos desde ese año a la fecha, tanto en el plano internacional, como en el nacional, hacen pensar que existe un deterioro en el ejercicio de este derecho.

			El tercer informe de la relatora especial de la ONU sobre la situación de los defensores de los derechos humanos (2010) advierte que de 2004 a 2009 se enviaron 292 comunicaciones a nivel mundial, en las que se manifestó preocupación ante las amenazas (de muerte incluso), recibidas por defensoras de los derechos humanos o activistas dedicadas a promover los derechos de la mujer o las cuestiones de género, así como por sus familiares, y que de dichos comunicados 130 se referían expresamente a amenazas de muerte (A/HRC/16/44). Ese mismo informe señala que las defensoras corren mayor riesgo de sufrir determinados tipos de violencia y otras violaciones, perjuicios y formas de exclusión y rechazo que sus colegas varones; y afirma que ello suele deberse a que se considera que las defensoras cuestionan unas normas socioculturales, tradiciones, percepciones y estereotipos aceptados acerca de la femineidad, la orientación sexual y el papel y la condición de la mujer en la sociedad (A/HRC/16/44).

			El caso mexicano ilustra la situación antes señalada: en 2001, el cuerpo de la abogada Digna Ochoa —defensora de derechos humanos— fue encontrado sin vida en su despacho en la Ciudad de México, lo que marca un parteaguas al respecto, ya que aunque no existe un registro adecuado de las personas asesinadas por defender derechos humanos en México durante la última década, algunas organizaciones advierten de unas setenta; la Comisión Nacional de los Derechos Humanos documenta 27 personas defensoras asesinadas de enero de 2005 a mayo de 2011, y el monitoreo que realiza la Relatoría para la Atención a Defensoras y Defensores de Derechos Humanos de la Comisión de Derechos Humanos del D.F. documentó, tan sólo en 2010, diecinueve asesinatos en contra de personas que ejercían este derecho a nivel nacional (Soto, 2011: 47).

			El contexto que vive el país en el marco de lo que en el gobierno federal se ha denominado “lucha en contra de la delincuencia organizada”, muestra un terreno de particular riesgo para el trabajo de personas que defienden derechos humanos, por algunas razones fundamentales:

			–El contexto de violencia y de respuesta institucional ante ésta genera un resquebrajamiento de la de por sí débil posibilidad de exigir la justiciabilidad de los derechos humanos, volviendo más compleja la labor de quienes defienden tales derechos.

			–Numerosos actores estatales, tanto del nivel federal, como de las entidades y municipios del país, observan a personas defensoras de derechos humanos como opositores, obstáculos y testigos incómodos ante abusos de poder y violaciones a derechos humanos.

			–Los grupos de delincuencia organizada, frecuentemente coludidos con actores políticos, actúan en contra de personas que defienden derechos humanos al considerarles también obstáculos para sus actividades.

			Este contexto hace urgente la necesidad tanto de generar mecanismos de protección para el trabajo de personas que ejercen el derecho a defender derechos humanos, como para la institucionalización de instrumentos como la Declaración. Así lo muestra el Informe Especial sobre el Derecho Humano a Defender Derechos Humanos en la Ciudad de México, al documentar que de 2006 a 2011 no existe siquiera un registro homogéneo de las agresiones a defensoras y defensores de derechos humanos a nivel nacional, sino que las cifras existentes son obtenidas de fuentes diversas, lo que impide la formulación de estadísticas certeras, como se observa en el cuadro 2 (una versión completa se encuentra en los anexos de este trabajo).

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Cuadro 2. Registros de agresiones a personas defensoras de derechos humanos

						
					

					
							
							Fuente

						
							
							Total de casos

						
							
							Periodo

						
					

					
							
							OACNUDH

						
							
							128

						
							
							2006-2009

						
					

					
							
							Amnistía Internacional

						
							
							15 casos paradigmáticos

						
							
							2007 a 2009

						
					

					
							
							FIDH-OMCT

						
							
							45

						
							
							2008 a 2009

						
					

					
							
							Protection Desk México, Acción Urgente para Defensores de los Derechos Humanos, A.C., y Comité Cerezo México

						
							
							327

						
							
							2008-2011

						
					

					
							
							Relatoría para la Libertad de Expresión y Atención a Defensoras y Defensores de la CDHDF

						
							
							100

						
							
							2010-2011

						
					

					
							
							Fuente: Elaboración propia con base en el cuadro comparativo elaborado por Alejandro Cerezo Contreras citado por Soto (2011: 41).

						
					

				
			

			
			Marco internacional del derecho a defender derechos humanos

			La construcción de indicadores de derechos humanos tiene como inicio la ubicación de los elementos que dan forma y contenido a cada uno de los derechos desde el marco internacional de los derechos humanos. Estos elementos constituyen un primer acercamiento el concepto de fondo de un derecho.

			Para Herdegen (2005: 2-3), a diferencia del derecho internacional clásico que reconocía sólo a los Estados como portadores de deberes y derechos, el derecho internacional de los derechos humanos es un tipo de derecho internacional público conformado por el total de normas sobre las relaciones de carácter soberano entre los Estados, organizaciones internacionales y otros sujetos del derecho internacional entre sí, lo que implica el reconocimiento de los derechos humanos individuales frente al poder estatal.

			No obstante, Herdegen mismo advierte que el problema principal del ordenamiento internacional se encuentra en que su aplicación colectiva o individual es débil, ello a pesar de que documenta la densidad normativa a la que ha llegado y de que en muchos temas ha alcanzado un grado de profundidad normativa y de precisión similar a un sistema nacional altamente desarrollado que hace que prevalezca sobre la política (Herdegen, 2005: 14, 27, 35).

			En el marco del derecho internacional público, específicamente en el caso del derecho internacional de los derechos humanos, existen distintos tipos de normas en las que se encuadran los derechos humanos. Así, por ejemplo, el artículo 53º de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados establece la existencia de normas imperativas de derecho internacional general que no se modifican o derogan, ni siquiera por el consenso de los Estados. A este tipo de normas se les conoce como normas ius cogens y prohíben, entre otras cosas, el genocidio, la esclavitud y la discriminación racial. La existencia de este tipo de normas hace posible que a nivel internacional —y dentro de los Estados— no se produzcan acciones degradantes que afecten el adecuado desarrollo de la humanidad. Sin embargo, es importante precisar que no todos los derechos humanos constituyen normas ius cogens, pues ello implicaría la imposibilidad para los Estados de restringir el alcance de algunos derechos en contextos específicos, situación que contrasta con la idea de que los derechos humanos no poseen un grado de absoluta configuración. 

			Ante esta situación, surge la necesidad de tomar en consideración otro tipo de normas que regulen el alcance de los derechos humanos y garanticen su irrestricto respeto y ejercicio por parte de los Estados. De esta manera aparece el concepto de normas erga omnes, es decir, todas las obligaciones oponibles a la comunidad internacional en su conjunto, sin la estricta necesidad de haber firmado un tratado o declaración internacional (CIJ, 1970: 33-34). Desde este enfoque, las normas erga omnes se sitúan como las obligaciones que adoptan un cariz de especial importancia a nivel internacional, cuyo respeto y cumplimiento constituyen un tema de interés por el que deben velar todos los Estados (CDI, 2006: 380). 

			Del análisis anterior, es posible llegar a la conclusión de que si bien no todos los derechos humanos son considerados normas ius cogens, en virtud de la especial naturaleza de éstas, los derechos humanos sí constituyen obligaciones y normas de carácter erga omnes, pues su cumplimiento y respeto merece acciones y atenciones por parte de todos los Estados de la comunidad internacional (CDI, 2006: 380). 

			En el caso del derecho a defender derechos humanos, el aseguramiento y garantía de su ejercicio por parte de los Estados se considera una norma erga omnes, pues su existencia en una sociedad democrática hace necesario que éstos asuman mecanismos para mantener su vigencia y efectividad, en beneficio de las personas y de la colectividad a la que pertenecen.

			Ahora bien, como se mencionó antes, el instrumento fundamental sobre el derecho a defender derechos humanos lo constituye la “Declaración sobre el derecho y el deber de los individuos, los grupos y las instituciones de promover y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales universalmente reconocidos”, aprobada en la ONU el 3 de abril de 1998. Sin embargo, dicha declaración, a pesar de ser un instrumento jurídico de carácter internacional, no tiene la fuerza o vinculatoriedad que caracteriza a los tratados internacionales en sentido estricto, sino que constituyen pautas y directrices a seguir por los Estados suscriptores. 

			De igual forma, Corcuera (2001: 51) señala que una declaración es considerada “derecho suave” porque no es obligatoria para los Estados parte que la suscriben; no obstante, permite observar que para casos como el de la Declaración Universal de Derechos Humanos, ésta: “se ha convertido en el paradigma de las normas de derechos humanos, y la aceptación que se tiene por su contenido la ha convertido en un instrumento de carácter obligatorio, gracias a su reconocimiento por la comunidad de Estados en su conjunto”. La anterior afirmación permite señalar que la DUDH hoy en día se considera una norma consuetudinaria de derecho internacional igualmente vinculante y obligatoria para los Estados.

			Sin embargo, y ante la falta de un instrumento de naturaleza vinculante, así como frente a las agresiones a defensoras y defensores de derechos humanos, la Declaración se ha establecido como el referente principal para que los mecanismos del sistema universal y regional realicen sus informes sobre la situación de defensores y defensoras de derechos humanos, pero este derecho también lo refieren desde diversos mecanismos de los sistemas universal y regional de derechos humanos.

			Así, aunque el instrumento principal que da cuerpo a la conformación del derecho a defender derechos humanos es la Declaración, ese derecho se encuentra establecido en los instrumentos de los sistemas universal y regional de derechos humanos, es decir, forma parte del corpus juris internacional de los derechos humanos, conformado por un conjunto de instrumentos internacionales y efectos jurídicos variados (tratados, convenios, resoluciones y declaraciones) (Gutiérrez, 2010: 29).

			La Oficina del Alto Comisionado de la ONU para los Derechos Humanos advierte de la complementariedad de los tratados, a pesar de que cada uno es distinto e independiente, ya que descansan sobre un conjunto de principios fundamentales: la no discriminación y la igualdad, la protección efectiva contra las violaciones de los derechos, la protección especial para los grupos especialmente vulnerables y una interpretación del ser humano como participante activo y entendido en la vida pública del Estado donde reside y en las decisiones que le afecten, y no un objeto pasivo de las decisiones de las autoridades (HCRH, 2007: 31).

			Basada en el proyecto de codificación de las normas internacionales en materia de derechos humanos que elabora la Comisión de Derecho Internacional de la ONU (CDI), Ortiz (1993: 150) plantea que el Estado es responsable en diversas formas (por acción u omisión) por el cumplimiento de un derecho. En el caso del derecho humano a defender derechos humanos y los subderechos que lo integran, existe un complejo entramado de figuras vinculantes (como las convenciones) o no vinculantes (como las declaraciones y las observaciones de los respectivos mecanismos derivados de los tratados), lo cual no implica que no exista una obligación internacional que observar por parte de los Estados.

			Respecto de lo anterior, Ortiz (1993: 159) muestra que el proyecto de la CDI en su artículo 12 propone que la obligación internacional deriva de una costumbre, tratado o cualquier otra fuente de derecho internacional, mientras que lo que la hace indispensable para fincar responsabilidad internacional es que la obligación se encuentre en vigor. 

			Por su parte, Corcuera (2001: 54) plantea que el enorme número de instrumentos internacionales que no constituyen tratados y que carecen de un carácter vinculante tienen gran trascendencia moral y política. Este autor plantea que los Estados de la comunidad internacional ya no pretextan su soberanía para incumplir obligaciones ius cogens, ni para incurrir en prácticas o celebrar tratados que atenten contra principios que constituyan normas imperativas de derecho internacional general (Corcuera: 2001: 48). 

			Para Cancado (2001: 21, 34-35), los derechos humanos no tienen las mismas características del derecho clásico, sino que prescriben obligaciones de carácter esencialmente objetivo: enfatizan el predominio de consideraciones de interés general que trascienden los intereses individuales de los Estados parte, por ello es necesario que la interpretación de los derechos humanos sea interactiva y se realice de manera que amplíe el ámbito de protección y no su restricción, bajo el criterio de la supremacía de la norma más favorable a las supuestas víctimas. 

			En relación con lo anterior, Henderson (2004: 53-54) plantea que el principio pro homine es cada vez más aceptado internacionalmente, y se trata de un criterio hermenéutico que establece que se debe acudir a la norma más amplia o a la más extensiva para proteger los derechos humanos.

			Así, la Declaración aborda derechos conferidos para el ejercicio del derecho a defender derechos humanos, como el derecho a la libertad de expresión, a manifestarse, o asociarse, pero es posible señalar que es una visión básica a la que le hace falta articular con derechos establecidos en otros tratados internacionales, como los relativos a la ciudadanía y la participación.

			En tal contexto, en marzo de 2010, el Comité de Derechos Humanos señaló que el Estado mexicano debe cumplir con varias recomendacio-nes e informar en el plazo de un año de las medidas tomadas para aplicarlas, en las que se incluyen diversas relacionadas con defensores y defensoras. 

			El Comité de los Derechos del Niño de la ONU, en otro ejemplo, también ha abordado el tema de la protección a defensores de los derechos de la infancia en sus recientes recomendaciones al Estado mexicano derivadas del Protocolo Facultativo sobre la participación de los niños en conflictos armados.[1]

			Ejercicios similares tendrían sentido respecto de otros sujetos e instrumentos. Por ejemplo, es muy común que en el debate de organizaciones defensoras de derechos humanos respecto del derecho a defender derechos, cuando se abordan los derechos de la infancia, se vean a niños, niñas y adolescentes como defendidos, pero no se consideren las particularidades de que estos grupos de población ejerzan este derechos, cuando experiencias en países como Nicaragua, Perú, Chile (la “Marcha de los Pingüinos”),[2] Brasil, e incluso, en algunos casos, México, se registran experiencias importantes de autodefensa.

			Existen otros elementos de análisis que no aparecen tan claros en el ejercicio del derecho a defender derechos humanos dentro de la Declaración, lo que se explica en la medida en que, como es lógico, ese instrumento apela a la institucionalización de los derechos articulados en aquélla. 

			Lo que de alguna manera ha hecho la Declaración es agrupar en un sólo instrumento diversos derechos vinculados al derecho humano a defender derechos humanos que se encuentran presentes en diversos instrumentos internacionales.

			El informe especial sobre el derecho a defender derechos humanos realizado por la CDHDF junto con organizaciones de la sociedad civil (Soto, 2011), sistematiza el conjunto de derechos que permite que las acciones de defensa se desarrollen, por lo que es necesario que el Estado las garantice; en el informe se hace un amplio desempaque de ese derecho y se señala que la Declaración de las y los defensores le establece por primera vez una base normativa y, mediante lo que se indica que son sus veinte artículos, sustenta que se compone de otros derechos, los cuales, al ser ejercidos con la intención subjetiva de defender derechos humanos, generan que se ejerza este último (Soto, 2011: 27). 

			El ejercicio de desagregación del derecho se retoma en el tercer capítulo de esta investigación, como base para realizar un “desempaque” mayor de aquél, proceso que Serrano y Vázquez (2010: 75) consideran un desenvolvimiento o desagregación a partir a partir de los derechos específicos que engloba, pero también de las obligaciones que conlleva.

			Lo anterior supone determinar los subderechos que, como se ha señalado, forman parte de cada derecho humano y funcionan como principios que le dan cuerpo; algunos de estos subderechos se encuentran claramente precisados en los tratados mismos, y otros son fruto del desarrollo del corpus juris, por lo que no se trata de una lista cerrada, sino abierta, para satisfacer las necesidades que los cambios políticos, sociales y económicos imponen a las personas (Serrano y Vázquez, 2010: 75-76).

			Una manera de hacer este desempaque, además de la desagregación inicial ya mostrada antes, es partiendo de las obligaciones que el derecho a defender derechos humanos conlleva, con base en lo que Dulitzky (2004: 82-87) señala como las tres obligaciones básicas del Estado:

			–Obligación de respetar los derechos incluidos en los tratados internacionales de derechos humanos y que implica evitar acciones del Estado que los vulneren.

			–Obligación de garantizar el ejercicio de los derechos humanos que implica, a su vez, cuatro obligaciones: la prevención (a través de medidas jurídicas, políticas o administrativas), la investigación (de toda situación en la que se hayan violado los derechos humanos), la sanción (juzgar y sancionar a responsables materiales o intelectuales de la violación a los derechos humanos), y la reparación (implica reparar y hacer cesar las consecuencias de la reparación).

			–La obligación de adoptar las medidas necesarias para hacer efectivos los derechos protegidos, lo que se conoce también como obligación de promover.

			Gutiérrez (2010: 20) plantea un deber adicional a los ya citados: proteger, lo que implica que el Estado tiene la obligación no sólo de abstenerse de vulnerar o amenazar los derechos (obligaciones negativas) a través de sus agentes, sino también la obligación de ejecutar (obligaciones positivas) las acciones encaminadas a realizar y hacer efectivos los derechos.

			El Informe Especial de la CDHDF sobre el derecho humano a defender derechos humanos sistematiza —dentro del mismo marco de obligaciones del Estado mexicano adquiridas frente al derecho en cuestión— las principales recomendaciones emitidas tanto por órganos y mecanismos del sistema Interamericano, como del Universal dirigidas al Estado mexicano, en particular se citan las del Comité Interamericano de Derechos Humanos, las del Comité de Derechos Humanos, las del Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias y las Observaciones con motivo del Examen Periódico Universal (Soto, 2010: 30-33).

			En el cuadro 3 se muestra cómo las recomendaciones aluden a las citadas obligaciones del Estado en materia del derecho a defender derechos humanos y, allí mismo, se observa que el contexto de alta violencia en México provoca que una buena parte del debate se coloque respecto de la necesidad de generar mecanismos de protección para la vida de las personas que ejercen este derecho en el país, usándose como referentes los modelos de Colombia, Brasil o Guatemala. Así es como la situación deriva en un tratamiento reducido de la agenda política y legislativa del derecho a defender derechos humanos: el relacionado con la violencia. 

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Cuadro 3. Obligaciones del Estado

						
							
							 

						
					

					
							
							Órgano

						
							
							Respetar*

						
							
							Proteger

						
							
							Garantizar

						
							
							Promover*

						
					

					
							
							Recomendaciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos

						
							
							 

						
							
							Implementar, en forma prioritaria, una política global de protección de los defensores de derechos humanos. Adoptar una estrategia efectiva y exhaustiva de prevención con el fin de evitar ataques en contra de las defensoras y defensores de los derechos humanos. Para ello se requiere otorgar fondos apropiados y apoyo político a las instituciones y los programas.

							Adoptar de manera urgente medidas efectivas para proteger la vida y la integridad física de las defensoras y defensores de derechos humanos que se encuentran amenazados, y que estas medidas sean decididas en consulta con ellos para garantizar su pertinencia y permitir que puedan continuar con el desarrollo de sus actividades.

							Asignar recursos humanos, presupuestarios y logísticos para poner en práctica las medidas de protección adecuadas solicitadas por la Comisión o la Corte Interamericana, a efectos de proteger la vida y la integridad física de las defensoras y defensores.

						
							
							Los grupos armados ilegales son uno de los principales actores de violencia en contra de las defensoras y defensores. Los Estados deben implementar una política seria de investigación, procesamiento y sanción de todos los actores involucrados, no solamente de sus miembros armados, sino también de quienes los promuevan, dirijan, apoyen o financien.

							Los Estados deben asegurar que sus autoridades o terceras personas no manipularán el poder punitivo del Estado y sus órganos de justicia con el fin de hostigar a quienes se encuentran dedicados a actividades legítimas como las defensoras y defensores de derechos humanos.

							Emprender, como política pública, la lucha contra la impunidad de las violaciones a los derechos de las defensoras y defensores de derechos humanos. La Comisión llama a los Estados para que emprendan investigaciones exhaustivas e independientes sobre los ataques sufridos por las defensoras y defensores de derechos humanos y sancionen a sus autores, para prevenir la ocurrencia de esos ataques.

							Adoptar las medidas necesarias para que exista una coordinación adecuada y clara en la competencia institucional para investigar y juzgar los crímenes contra las defensoras y defensores de derechos humanos cuando son menoscabados en razón de sus actividades.

						
							
							 

						
					

					
							
							Consejo de Derechos Humanos (Examen Periódico Universal)

						
							
							 

						
							
							Implementar medidas estructurales para combatir la violencia y la violación de los derechos fundamentales que sistemáticamente sufrían.

							Mejorar la eficacia de las medidas cautelares adaptadas internamente con el fin de proteger adecuadamente a los defensores de los derechos humanos.

						
							
							Investigar los casos de agresiones contra periodistas y defensores de los derechos humanos.

							Investigar las denuncias de asesinatos, amenazas, agresiones y actos de violencia contra defensores de los derechos humanos, a fin de someter a la justicia a los autores. 

						
							
							 

						
					

					
							
							Comité de Derechos Humanos

						
							
							 

						
							
							Tomar medidas inmediatas para proporcionar protección eficaz a los periodistas y los defensores de los derechos humanos, cuyas vidas y seguridad corren peligro a causa de sus actividades profesionales.

						
							
							Velar por la investigación inmediata, efectiva e imparcial de las amenazas, ataques violentos y asesinatos de periodistas y defensores de los derechos humanos y, cuando proceda, enjuiciar a los autores de tales actos.

							Proporcionar al Comité información detallada sobre todos los procesos penales relativos a amenazas, ataques violentos y asesinatos de periodistas y defensores de los derechos humanos en el Estado parte en su próximo informe periódico.

						
							
							 

						
					

					
							
							Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias

						
							
							 

						
							
							 

						
							
							Garantizar condiciones de seguridad para periodistas, para las y los defensores de derechos humanos, incluyendo a quienes combaten las desapariciones forzadas de personas y defienden los derechos de las víctimas, mediante la adopción de un sistema nacional de protección para los defensores de los derechos humanos.
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